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1.1.

HECHOS

Antecedentes relevantes: contratos independientes con cada UTE

La disputa que fue resuelta por el Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de
Burgos en su sentencia de 27 de diciembre de 2021 (la «Sentencia») trae causa
en la aparición de un conjunto de patologías detectadas en la fachada de una
gran infraestructura (la «Infraestructura») consistentes en defectos de diseño,
ejecución y omisiones de proyecto. La entidad demandante fue la empresa con-
cesionaria y explotadora de la Infraestructura (la «Concesionaria»).

La Concesionaria se obligó frente a la administración pública contratante,
al diseño, construcción y equipamiento de la Infraestructura para, a conti-
nuación, explotarla durante un número determinado de años. Para llevarlo
a cabo, la Concesionaria encargó a tres grupos distintos de empresas expertas
en construcción, arquitectura y arquitectura técnica, la ejecución del pro-
yecto. Todas ellas se agruparon mediante la constitución de tres Uniones
Temporales de Empresas («UTEs»), con las que se celebraron tres contratos
distintos y no vinculados.

En concreto, la Concesionaria celebró un contrato de obra «llave en
mano» con tres empresas constructoras (la «UTE Contratista»). La UTE Con-
tratista se obligó de forma esencial no solo a construir la Infraestructura, sino
también a ejecutar la «ingeniería», el «diseño de detalle» y «todas las modi-
ficaciones necesarias relativas a la interpretación, revisión, complemento y
redacción de la parte o partes del Proyecto de Ejecución» para que este último
fuera ejecutable y cumpliera con la normativa técnica aplicable. La UTE
Contratista además asumió una responsabilidad «back-to-back» con la que
fue asumida por la Concesionaria frente a la administración pública, inclu-
yendo la subsanación de posibles defectos y vicios ocultos.

Por otro lado, para el desempeño de los trabajos de dirección facultativa,
la Concesionaria celebró un contrato con un conjunto de arquitectos agru-
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1.2.

1.3.

pados en UTE, quienes se encargaron de, entre otros, la dirección de la obra
conforme al artículo 12 de la Ley de Ordenación de la Edificación (la «UTE
Arquitectos» y la «LOE»). La Concesionaria formalizó asimismo un contrato
con un conjunto de aparejadores, también agrupados en UTE, para que
desarrollaran la dirección de ejecución ex artículo 13 de la LOE (la «UTE
Arquitectos Técnicos»).

Cambio del diseño inicial. Aparición de patologías

Tras el comienzo de las obras, la UTE Arquitectos aprobó, entre otros, un cambio
en el diseño del sistema de sujeción (incluyendo el de su subestructura) y en el
material del revestimiento que se iba a emplear en la fachada (el «Proyecto Modi-
ficado»). En ese modificado, entre otros errores y omisiones, se hacía referencia
genérica a un documento de autorización de uso del fabricante de esa fachada
(«DAU»), no aprobado ni en vigor, en el que se describía, si bien para otro tipo de
fachada, algunas de las características necesarias para su ejecución. El Proyecto
Modificado, sin embargo, no disponía de memoria técnica, planos de taller, des-
cripción gráfica, justificación técnica ni cálculos estructurales.

Terminadas las obras, se puso en marcha la explotación de la Infraes-
tructura. Apenas dos meses después de su finalización y entrega, se produjo
el primer desprendimiento de una de las piezas que componían la fachada.
Con posterioridad, se produjo un segundo desprendimiento al que le siguie-
ron la caída de otras partes de la fachada.

Los estudios técnicos recabados por la Concesionaria determinaron la
existencia de un conjunto generalizado de patologías y deficiencias que
afectaban tanto al diseño del sistema de sujeción del revestimiento y de su
subestructura, tal y como fue contemplado en el Proyecto Modificado, como
a la ejecución material de la fachada. Ello condujo a que la Concesionaria
optara, siguiendo los criterios de sus técnicos, por ejecutar una solución
reparadora integral que, a pesar de modificar el diseño inicial previsto por la
UTE Arquitectos y revisado por la UTE Contratista, rehabilitase y asegurase
en su conjunto la fachada de la Infraestructura.

Demanda de la Concesionaria

Constatadas las patologías en la Infraestructura, la Concesionaria requirió
extrajudicialmente en diversas ocasiones a las tres UTEs para que procedie-
ran a la reparación integral de la fachada, so pena de ejecutarla a su costa,
tal y como finalmente hizo.
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1.4.

Una vez reparada la fachada de la Infraestructura, la Concesionaria for-
muló demanda contra dos de los tres miembros de la UTE Contratista (el
tercero se encontraba en concurso), la UTE Arquitectos y la UTE Arquitectos
Técnicos mediante el ejercicio acumulado de tres acciones de responsabili-
dad contractual ex artículo 1.101 del Código Civil (el «CC»). No se articuló
la demanda en las acciones de responsabilidad legal previstas en la LOE,
entre otras razones, porque la Concesionaria no era la propietaria de la
Infraestructura y, por tanto, carecía de legitimación para interponerlas (cfr.
Sentencia de la Sala 1.ª Tribunal Supremo de 14 de marzo de 2018 —LA LEY
12466/2018—).

La demanda esgrimió que los errores, defectos y omisiones que las UTEs
incurrieron en el desarrollo de sus funciones constituían un incumplimiento
grave y esencial de las obligaciones esenciales asumidas en sus respectivos
contratos. Pero, al no ser posible técnicamente fijar el grado de participación
en la producción del daño, ni tampoco en la solución rehabilitadora, la res-
ponsabilidad de las UTEs debía ser solidaria, al menos, frente a la Concesio-
naria.

La Concesionaria reclamó a las partes demandadas una indemnización
de daños y perjuicios por, entre otros, el coste final de las obras de rehabili-
tación de la fachada, así como el coste de los estudios técnicos necesarios
para detectar las patologías y definir la solución reparadora.

Contestaciones de las demandadas

Los miembros de la UTE Contratista demandados, la UTE Arquitectos y
la UTE Arquitectos Técnicos basaron su defensa en que no concurrían los
presupuestos exigidos para estimar una acción de responsabilidad contrac-
tual. En general, las demandadas entendían que resultaba de aplicación el
régimen de responsabilidades previsto en la LOE que contemplaba unos pla-
zos de garantía y prescripción que no se cumplían en las acciones interpues-
tas por la Concesionaria.

Asimismo, las demandadas también se opusieron a la demanda por con-
siderar que los daños reclamados por la Concesionaria tenían su origen en
el incumplimiento de la Concesionaria de su obligación legal de manteni-
miento, al no haberse dado cumplimiento puntual a las tareas de conserva-
ción que habían sido indicadas en el Libro del Edificio.

Finalmente, las distintas demandadas defendieron, respectivamente, que
la responsabilidad de esas patologías residía, o bien exclusivamente en un

Uría Menéndez
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2.

defectuoso diseño de la fachada (los miembros de la UTE Contratista argu-
mentaron además que no habían asumido ninguna labor, ni responsabilidad
esa tarea), o bien únicamente en una defectuosa ejecución material y super-
visión de esos trabajos, respecto de los cuales no tenían que responder y,
mucho menos, de manera solidaria entre todas ellas.

Tras la contestación a la demanda de la UTE Arquitectos, se puso de
manifiesto la necesidad de notificar la demanda a otros arquitectos que, si
bien no habían formado parte inicial de la UTE Arquitectos y, por tanto, no
habían suscrito el contrato con la Concesionaria, sí habían participado en el
nuevo diseño de la fachada o en la dirección de las obras. Todos ellos se
opusieron y alegaron su falta de legitimación pasiva para responder de la
demanda de la Concesionaria.

RESOLUCIÓN JURÍDICA

El Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de Burgos estimó sustancialmente
la demanda de la Concesionaria y declaró la responsabilidad solidaria de los
miembros de la UTE Contratista demandados, la UTE Arquitectos, inclu-
yendo a los arquitectos no emplazados inicialmente, y la UTE Arquitectos
Técnicos en las patologías y defectos detectados en la fachada.

El Juzgado concluyó que la acción ejercitada por la Concesionaria no
estaba prescrita al tratarse de acciones de responsabilidad ex contractu y no
de las acciones previstas en los artículos 17 y concordantes de la LOE. Por
ello, le resultaba aplicable el plazo de quince años de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 1.964.2 del CC y en la Disposición Transitoria Quinta
de la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento
Civil (la «LEC»).

El Juzgado consideró asimismo que el contrato entre la Concesionaria y
la UTE Contratista sí que contemplaba la obligación de realizar trabajos de
desarrollo de diseño y de definición del proyecto. Su labor no debía limitarse
a cumplir con las funciones de constructor previstas en la LOE, tal y como
defendieron los miembros demandados, sino que la UTE Contratista debió
haber cumplido las obligaciones acordadas en el contrato, aunque excedie-
ran las de la LOE.

La Sentencia también rechazó que la Concesionaria no hubiera efectuado
el mantenimiento de la Infraestructura a pesar de que no se hubiera dado
cumplimiento a las revisiones y tareas periódicas previstas en el manual de
mantenimiento del Libro del Edificio. El Juzgado concluyó que las patologías
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E l Anuario Contencioso es una publicación comentada por y para 
los abogados; en concreto, para quienes hacen del asesoramiento 
precontencioso, del arreglo tendente a la evitación de disputas y, en 

último término, de la defensa de los intereses de sus clientes en arbitraje o 
ante los Tribunales de Justicia, su oficio diario.

Es, a la vez, un empeño colectivo en el que confluye el esfuerzo de 26 
despachos del llamado «mundo de los negocios», esto es, firmas dedicadas 
al derecho de empresa, con implantación en España y con prácticas 
consolidadas en el mundo de la litigación y el arbitraje. El compromiso 
común ha consistido en analizar los casos más significativos que sus 
abogados han defendido ante los Tribunales de Justicia o las cortes 
arbitrales durante el año 2022. La selección de material ha seguido 
deliberadamente un criterio diverso, lo que ha traído, como consecuencia 
aparejada, que se muestren las tendencias más significativas en las 
jurisdicciones civil y contencioso-administrativa (excluida la fiscal) tanto en 
aspectos de orden procesal como de aplicación de las normas sustantivas.

La enumeración de los epígrafes de su índice temático es la más adecuada 
medida del valor de su contenido:

—  Arbitraje
—  Derecho Concursal
—  Derecho Contencioso-

administrativo
—  Derecho del Deporte
—  Derecho Inmobiliario

—  Derecho Marítimo
—  Derecho Procesal
—  Ejecuciones
—  Litigiosidad Bancaria y Financiera
—  Obligaciones y Contratos
—  Propiedad Industrial e Intelectual




